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La creacién de Cajas de Ahorros pretende fomentar el ahorro. Con
independencia de la diferente configuracién que adopten por razones de
evolucién histérica, el ahorro es el elemento comin a este tipo de institucio-
nes. Este elemento finalistico de captacién de recursos, que permite estable-
cer una diferencia con la actividad bancaria, dirigida especialmente a las ope-
raciones activas (concesién de crédito), permitird a las Cajas de Ahorro cum-
plir dos funciones que aparecen sistemdticamente en los pafses comunitarios:
asistencia financiera a entidades locales y realizacién de determinadas ope-
raciones de crédito a sectores sociales con rentas bajas.

La aparicién de las Cajas de Ahorro en nuestro pais estd directamente
relacionada con este cardcter asistencial, razén por la que éstas serdn consi-
deradas durante un largo periodo como entidades benéficas. Esta caracteris-
tica explica determinados aspectos de la configuracién actual, como, por
ejemplo, el uso del término «protectorado» para referirse a la relacién exis-
tente entre la Administracién Piblica y las Cajas de Ahorro, o el beneficio
de pobreza. Con el paso del tiempo, la importancia del volumen de depésitos
efectuados en las Cajas, convertird en cuestién esencial el tema del destino
de estos fondos. El cardcter de instituciones de indole social con finalida-
des de utilidad publica, y su progresiva transformacién en instrumentos de
financiacién, planteard el problema de la inadecuacién de la estructura orga-
nizativa a las nuevas funciones.

El cardcter de intermediarios financieros se configura a partir de 1933,
al regularse las inversiones a realizar con los recursos ajenos, y el porcentaje
de éstos que deberd asignarse a los diferentes tipos de inversiones. Cardcter
que se ha ido acentuando de tal forma, que actualmente casi se produce una
equiparacién con las operaciones realizadas por las entidades bancarias. La
diferencia estriba, bisicamente, en la funcién de garantia que realizan las
Cajas de Ahorros, al no tener finalidad de lucro mercantil. Esta diferenciacién
incide directamente en la naturaleza juridica de las Cajas, ya que la mayoria
de los ordenamientos de los paises comunitatios no tienen naturaleza mercan-
til, a pesar del cardcter mercantil de las operaciones que realizan.

Esta distincién entre funciones atribuidas a las Cajas de Ahorro y natu-
raleza juridica (o aspecto organizativo) explica la distribucién de competen-
cias operadas por la Constitucién y los Estatutos de Autonomia. Nos centra-
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remos solamente en los Estatutos de Autonomia de Catalufia y de Galicia.

Los articulos 12. 1.6 EAAC, y 30. 1.5. E.A.C establecen que corres-
ponde a las respectivas Comunidades Auténomas la competencia sobre las
instituciones de crédito corporativo, piblico y territorial, y Cajas de Ahorro.
Competencia que deberd respetar una serie de condicionamientos expresa-
mente indicados, y que se derivan de los principios constitucionales configu-
radores de la actividad econdmica (arts. 38 y 31 C.E.), y de las competencias
estatales sobre politica monetaria y cambiaria, bases y ordenacién de la acti-
vidad econémica y bases de la ordenacién del crédito, banca y seguros. Por
tanto, vemos que el disefio del dmbito funcional de intervencién de las Cajas
de Ahorro, queda configurado fundamentalmente, como competencia estatal,
Precisién que el mismo Estatuto de Autonomia realiza, al disponer en el
art. 10. 1.4. E.A.C. que la Generalidad de Cataluna tiene competencias de
desarrollo legislativo y de ejecucidn, en el marco de la legislacién bdsica del
Estado y en los términos que ésta establezca, sobre ordenacién del crédito,
banca y seguros. Finalmente, debemos tener en cuenta que la legislacién mer-
cantil es una competencia atribuida al Estado de forma total y que, en conse-
cuencia, la regulacién de las operaciones realizadas por las Cajas queda fuera
del dmbito de intervencién autondmica.

La funcién primordial que cumplen las Cajas de Ahorro actualmente,
y que se deriva de su consideracién de intermediarios financieros, serd regu-
lada por el Estado, segin las previsiones mencionadas sobre distribucion
de competencias. De acuerdo con éstas, los poderes piblicos dirigen el des-
tino de los fondos de las Cajas de Ahorro. La Ley 26/1983 sobre coeficientes
de Caja de los intermediarios financieros, establece que el Ministerio de Eco-
nomfa y Hacienda, a través del Banco de Espafia, podri establecer el mante-
nimiento de determinados niveles de coeficientes de Caja, y la férmula de
computarlo para controlar el proceso de creacién de dinero y activos liquidos.
Se trata de un instrumento de politica monetaria que permite controlar la
liquidez del sistema crediticio. Otro porcentaje de los fondos de las Cajas de
Ahorro estd dirigido a la inversién en fondos puablicos. La determinacién de
¢ste porcentaje €s un instrumento de cardcter complejo; se trata de medidas
de politica financiera con repercusiones monetarias. Las Cajas de Ahorro
tienen establecida, a parte del coeficiente de caja y el coeficiente de inver-
sién en fondos piblicos (para los que también estd regulado el orden de
prioridad), la forma en que deben distribuir sus excedentes. Distribucién que
estd reglamentada de forma detallada: el porcentaje minimo que debe desti-
narse a constituir reservas obligatorias (instrumento de regulacién de la liqui-
dez crediticia) estd establecido mediante unos baremos; asi como también es
obligatorio el destino de la parte de los excedentes liquidos no aplicado a
reservas, que debe destinarse a obras benéfico-sociales (Decreto 502/83 de
9 de marzo).

El andlisis detallado de las diferentes disposiciones, nos permite ver
cdmo estd dirigido por Ja Administracién el destino de los fondos de las Cajas.
Un andlisis mds detenido nos permite distinguir las diferentes funciones,
segin el destino de los fondos y la persistencia de la tradicional superposi-
cién funcional. Asi, las Cajas aparecen, a la vez, como intermediarios finan-
cieros, como financiadores de las obras y servicios de las diferentes Admi-
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nistraciones Pdblicas (estatal, autondmica y local), y como prestadores de
unos determinados servicios de utilidad piblica (a través de la obra social).

Partiendo de esta triparticidn, es necesario matizar el nivel de interven-
cién de las Comunidades Auténomas y el Estado en el dmbito de las funcio-
nes, dejando de momento a parte el aspecto organizativo. Los aspectos rela-
tivos al cardcter de intermediario financiero, es decir, lo relativo a las ope-
raciones mercantiles que pueden realizar y los instrumentos de politica mo-
netaria que se les aplica, no plantean ningiin tipo de problema, al ser de
forma exclusiva (y, por tanto, excluyente) competencia estatal. Ahora bien,
en el aspecto de financiacién de la actividad del sector publico, es donde la
cuestion llega a ser problemdtica, y Ia actual regulacién no parece muy sa-
tisfactoria (Decretos 2869/1983 de 30 de diciembre y 1619/1981 de 22 de
mayvo). La primera cuestién que se plantea es la relativa a la utilizacién del
criterio de la «sede central» de la Caja, para saber en qué Comunidad Auté-
noma se deberd computar el porcentaje de fondos piiblicos, constituidos por
valores de renta fija emitidos o calificables por las Comunidades Auténomas.
Es decir, puede suceder que una Caja capte ahorro en varias CC.AA., pero
quien canalizard parte de sus fondos serd solamente la C.A. donde tenga su
sede central.

El otro elemento que es necesario tratar, es el relativo a la composi-
cién del porcentaje (y el mismo porcentaje) de fondos piiblicos en que deben
invertir las Cajas. Este no parece el mds adecuado al actual nivel de ejercicio
material de las competencias, por parte de las CC.AA., sobre todo si tenemos
en cuenta los servicios ya transferidos; no se entiende por qué los valores de
renta fija emitidos por el IN.I. no se incluyen en el porcentaje estatal, o
cémo se determina de forma Gnica el orden de prelacién entre titulos de las
C.C.AA. y de las Corporaciones Locales.

Hemos visto cédmo, de acuerdo con la distribucién estatutaria de com-
petencias, las funciones que deben realizar las Cajas de Ahorro son detet-
minadas por el Estado, puesto que forman parte de la competencia sobre las
Bases y ordenacién de la actividad econdémica, asi como de la competencia
en legislacién bésica sobre el crédito. Ahora bien, las Comunidades Auténo-
mas tienen competencia para desarrollar esta legislacién; competencia clara-
mente especificada en el supuesto de las Cajas de Ahorro, a las que se re-
fieren las disposiciones estatutarias que diferencian la actividad («ordenacién
del crédito», art. 11.1.4 E.A.C.), de la organizacidn («instituciones de cré-
dito» corporativo, pdblico y territorial y Cajas de Ahotrro», arts. 12.1.6.
EAC. y 30.15. EAG)).

Las Comunidades Auténomas, al asumir las competencias, habian regu-
lado la adscripcién organica y funcional de las funciones que realizan (De-
creto 145/1980 de 25 de agosto, Catalufia), asi como la reglamentacién deta-
llada de éstas (Decreto 303/1980 de 20 de diciembre, Cataluiia). Quedaba
por resolver una cuestion que habia sido planteada por todos los estudio-
sos del tema desde hace tiempo: la integracién de los érganos de gobierno de
las Cajas. La peculiar situacién derivada de la separacidn entre propiedad y
gestién, ya que quien gobierna las Cajas no tiene ni la representatividad de
una situacién patrimonial, comporta disfunciones que era necesario resolver.

Dos criterios parecen fundamentales a la hora de regular el aspecto or-
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ganizativo de las Cajas de Ahorro: aumentar la profesionalidad y el criterio
geogrifico; es decir, otorgar representacién a las zonas de donde procede el
ahorro captado por las Cajas. Los aspectos mds necesitados de reforma
habian sido abordados por el Decreto 2290/1977, de 27 de agosto (Fuentes
Quintana), que establecia los diferentes tipos de 6rganos y las respectivas
funciones.

La Ley del Patlamento de Catalufia 15/1985 y la Ley del Parlamento
de Galicia 7/1985 sobre las Cajas de Ahorro, parecen el resultado de un
mismo legislador, pues difieren en muy pocas cuestiones. Las dos leyes tienen
los siguientes apartados: 1) Naturaleza y funciones de las Cajas de Ahorro;
2) Régimen juridico; 3) Otganos de gobierno; 4) Régimen econémico; 5)
Inspeccién y disciplina; 6) Federacién Catalana/Gallega de Cajas de Ahorro.

Destacaremos dos elementos que aparecen como innovadores: la forma-
cién de los érganos de gobierno y la creacién de la Federacién a nivel auto-
némico de Cajas de Ahorro. La regulacién del aspecto organizative de las
Cajas, no parece plantear problemas, ya que, como hemos visto, la determi-
nacién genérica de las funciones y la concrecién de sus actividades se realiza
de forma detallada a nivel estatal; por tanto, al primar la regulacién material,
la regulacién relativa a la constitucién y a la organizacién, aparece como

secundaria y no parece plantear obsticulos por ser legislada segiin las dife-
rentes opciones politicas.

Las leyes autonémicas que comentamos recogen, cuando definen la
naturaleza y funciones actuales de las Cajas de Ahorro, los elementos carac-
teristicos que hemos destacado. Asi, se definen como instituciones financieras
de cardcter social y naturaleza fundacional, sin 4nimo de lucro, dedicadas a
la captacién, administracién e inversién de los ahorros que les son confiados.
E] objetivo propio de las Cajas es fomentar el ahorro mediante la realizacién
de las operaciones econdmicas y financietas permitidas por las leyes. Se recoge
también la consecuencia del hecho relativo al cardcter no lucrativo de estas
entidades: los excedentes liquidos de las operaciones realizadas deben dedi-
carse a constituir reservas y a realizar obras sociales. Las dos leyes reconocen
una potestad de intervencién autondmica para orientar las obras sociales,
a través de la posibilidad de indicar las principales necesidades y prioridades.
La tnica referencia a las normas sobre distribucién de los excedentes se
establece en el art. 51 de la ley catalana que dice que se efectuard mediante
Reglamento; no obstante, al no atribuir la potestad reglamentaria a ningin
drgano en concreto, parece no pronunciarse sobre si la competencia en cues-
tién es estatal o autondmica, aunque, al afectar al nivel de liquidez del sis-
tema crediticio, parece formar parte de la legislacidn bdsica sobre ordenacién
del crédito. Las leyes autondmicas si que determinan, en cambio, quién es
el titular de la potestad de aprobar los acuerdos relativos a la distribucién
de los excedentes efectuados por la asamblea general de las Cajas. Potestad
que comporta una facultad de control de la actividad de las Cajas, y que se
atribuye a los respectivos Departamentos de Economia y Finanzas; Srganos
a los que se atribuyen todas las facultades relativas a inspeccién, disciplina,
contro] de estas Entidades, independientemente de las que puedan corres-
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ponder al Banco de Espafa, que siempre podrdn ser delegadas a la Admi-
nistracién autondémica.

Dentro de la funcién de financiacién de la actividad del sector piblico,
que las bases y la ordenacién del crédito han atribuido a las Cajas de Ahotro,
las leyes autondmicas atribuyen la potestad de calificar las inversiones com-
putables en los coeficientes de inversién a los respectivos Departamentos de
Economia y Finanzas. Se prevé también la posibilidad de someter a autori-
cién previa determinadas operaciones que tengan un elevado riesgo por su
cuantia o concentracién.

Recogiendo la normativa de rango inferior dictada por las propias Co-
munidades Auténomas, se atribuye la potestad de autorizar la creacién, ab-
sorcidn, fusién y disolucién de las Cajas a los respectivos gobiernos, y la
potestad de aprobar la escritura fundacional a los respectivos Departamentos
de Economia y Finanzas. Del mismo modo, se establece con caricter obliga-
torio la inscripcidén en un Registro de Cajas de Ahorro que se crea; inscrip-
cién que comporta la adquisicién de la personalidad juridica.

Las dos leyes citadas establecen criterios similares de representacién en
los 6rganos de gobierno, cuya composicién se establece mediante la definicién
de los porcentajes mdximos y minimos que deberdn tener los diferentes sec-
tores que se han seleccionado. La Asamblea General 6rgano supremo de
decisién y gobierno cuya composicién concreta se deja en manos de los
respectivos Estatutos, se forma mediante representantes de estos sectores:
impositores (entre el 30 9% y el 40 %), corporaciones locales y entidades
territoriales (entre el 15 % y el 25 %), empleados (entre el 5% vy el
15 9% ), entidades de interés cientifico o cultural, y, si los Estados lo prevén,
personalidades de prestigio, que junto con las personas o entidades fundadoras
forman parte del otro bloque de representacién (entre el 25 % y el 35 %}.

El Consejo de Administracién, érgano de administracidn y gestion, estd
compuesto de acuerdo con las proporciones de la Asamblea.

La Comisién de Control se configura como el érgano de supervisién de
la gestién y administracién, de acuerdo con los criterios de representacién
mencionados. El Director general se delimita en un sentido estrictamente
profesional y de gestién. Por eso, debe ser designado entre personas con
«capacidad, preparacién técnica y experiencia suficientes para desarrollar las
funciones del cargo». Su nombramiento debe ser comunicado al Departa-
mento de Economia y Finanzas que puede oponer el derecho de veto. Su
cese puede realizarse a través de un expediente disciplinario instruido "por
el Departamento de Economia y Finanzas o por el Banco de Espaiia.

Se establece también un sistema de incompatibilidades y de limitaciones
en materia de créditos, avales y garantias a los vocales del Consejo de Admi-
nistracién, a los miembros de la Comisién de Control, al Director General
y a sus familiares. Se crea un Registro de Altos Cargos en el seno de los res-
pectivos Departamentos de Economia y Finanzas. La Federacién Catalana/
Gallega de Cajas de Ahorro tiene como funcién mis relévante la planifica-
cién de las obras sociales, para formular una propuesta a la Administracién
autondmica, ya que ésta establece las prioridades y orientaciones en mate-
ria de obra social. Las leyes prevén la posibilidad de designar por parte de
los gobiernos autonémicos un representante en la junta de gobierno de la
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Federacién. Estos son los aspectos innovadores de las dos leyes, que son regu-
lados de forma diferente en la Ley 31/85 de normas bésicas sobre érganos
rectores de Cajas de Ahorro, de 2 de agosto. La diferencia reside, fundamen-
talmente, en la composicién de la Asamblea General que se realiza segin crite-
rios de representacidn difetente, primando especialmente el criterio geogré-
fico, es decir, las Corporaciones locales (40 % de los Consejeros Generales),
y el criterio patrimonial: los impositores, que tienen una representacién del
44 9%. La ley estatal refuerza las incompatibilidades de los consejeros gene-
rales y de los miembros del Consejo de Administracién, y limita el plazo de
duracién del mandato.





